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Dr. Juan Larrea Holguín. 
Catedrático universitario. 

En este estudio me propongo comentar los preceptos de la nueva Constitución 
Política de la República sobre la igualdad de los cónyuges entre sí, y la igualdad de los 
hijos legítimos e ilegítimos, estimando que ambos principios tienen íntima relación, 
sobre todo en la aplicación práctica. 

No es mi propósito hacer un examen crítico sobre la conveniencia o justicia 
de los principios enunciados en la Carta Constitucional, sino analizar cómo pueden 
ser cumplidos en el Ecuador dada la actual legislación. 

Opino que los enunciados de la Ley Fundamental de la República admiten 
muy diversas interpretaciones y aplicaciones, y por lo mismo, en buena parte, depende 
de dicha interpretación y de la legislación secundaria, el acierto o desacierto de las 
reglas constitucionales. 

Expondré mis puntos de vista en el siguiente orden: 1°— Los principios 
generales conforme a los cuales debe interpretarse la Constitución en lo relativo a los 
principios mencionados de igualdad; 2°— Las reformas expresas que convendría 
establecer en el Código Civil, así como las aclaraciones necesarias a esta Ley; 3°— Las 
modificaciones y aclaraciones que convendría introducir en otras leves como el 
Código de Procedimiento Civil, el Código de Comercio, el de Menores, la Ley General 
de Bancos, la Ley del Seguro Social, el Código del Trabajo y la Ley de Compañías. No 
se agota así la materia, pero pretendo sí, señalar los puntos más salientes de la 
legislación positiva que, exigen reforma, interpretación o complemento. 

I.—Principios generales para la interpretación de los artículos 
de la Constitución 

La Constitución es la Ley Suprema de la República, y por lo mismo, como en 
ella se declara, toda otra Ley, Acuerdo, Tratado, etc., que se oponga a sus 
prescripciones se entiende derogada. Este principio del predo- 
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minio, o la superlegalidad de la Constitución, debe tenerse muy en cuenta al momento 
de coordinar la legislación secundaria, y de estimar hasta qué punto puede haber 
quedado ésta modificada o derogada por la Carta Política. 

Pero no cabe creer que el principio de la primacía constitucional sea absoluto. 
No lo es, porque en el plano jurídico prácticamente nada tiene tal carácter, por lo 
menos si nos referimos al Derecho Positivo. Fuera de los grandes principios 
inmutables del Derecho Natural, todo admite variación: puede ampliarse o 
restringirse, tomar una u otra modalidad, y adaptarse a las circunstancias, que también 
cambian continuamente. Por esto mismo, en materia jurídica cabe amplia discusión 
sobre los más variados temas, siendo muy respetables las opiniones, a veces, 
totalmente contrapuestas. 

Lo dicho no significa que acepte un relativismo pleno. El sentido relativo de 
lo jurídico es también relativo, y no puede negarse jamás la existencia de principios 
básicos absolutos, sin los cuales no cabrían ni Ley, ni orden, ni libertad, ni justicia, ni 
seguridad, ni muchos otros imprescindibles valores de los cuales el hombre jamás 
podrá desligarse. 

Precisamente esta constituye otra razón por la cual los preceptos 
constitucionales no pueden considerarse como ilimitados y prevalentes siempre y en 
toda circunstancia. Por encima de la Constitución están la Ley Natural, la dignidad 
del hombre, la lógica, la vida misma. Y así resulta que cualquier interpretación de la 
Carta Política, que se inspirara en un rígido formalismo positivista conduciría a 
soluciones ilógicas y acaso injustas, a veces inaplicables, y otras ocasiones intolerables. 

Por otra parte, resultaría mucho menos admisible considerar que toda 
disposición legal que aparentemente se opusiera a la Carta Constitucional quedara por 
ello mismo derogada. Será preciso penetrar en el verdadero alcance de las normas de 
la Ley Fundamental, y en el pensamiento del Legislador, contando con todos los datos 
históricos, para determinar hasta qué punto un artículo de la Carta Política deroga 
disposiciones legales. 

Es bien sabido, por ejemplo, que una regla muy concreta puede tener el 
carácter de excepción o indicar un privilegio, los mismos eme no se derogan por una 
regla de índole muy general, como lo son casi todas las de la Constitución. Tampoco 
podría la Constitución desconocer unilateralmente Tratados internacionales válidos. 

El mismo hecho de que el nuevo Estatuto Político disponga que la Corte 
Suprema de Justicia tensa atribución para declarar la inconstitucionalidad de las Leves, 
manifiesta la complejidad del problema y la posibilidad de alegar que ciertas normas 
que aparentemente pudieran parecer contrarias a la Constitución, en realidad pueden 
compaginarse con ella y subsistir. 

Un argumento histórico refuerza los anteriores razonamientos. Ya la Carta 
Política de 1945 estableció la igualdad de los hijos legítimos e ile- 
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gítimos, en forma escueta pero absoluta, y la igualdad de los cónyuges (Art. 142). 
Ahora bien, dicha Constitución tuvo efímera vigencia: en marzo de 1946 dejó de regir 
en el Ecuador, sin que en los pocos meses de vida jurídica se hubiera llegado a 
concretar la aplicación o incidencia de aquellos principios de igualdad en la legislación 
secundaria. Si los preceptos constitucionales de 1945 hubieran derogado realmente 
todas las normas opuestas a ellos, habrían sido muchísimos los artículos de varios 
códigos y leyes que habrían desaparecido; y cuando la Constitución dejó a su vez de 
regir, los artículos derogados habrían quedado perpetuamente borrados de nuestro 
derecho positivo. Pero no sucedieron, así las cosas. En los primeros meses de vigencia 
de la Carta Política se discutió el asunto, por ejemplo, en la Academia de Abogados de 
Quito, y la opinión más común fue la de que la modificación de instituciones tan 
complejas y tradicionales como la sociedad conyugal, la patria potestad, etc., 
solamente podía verificarse por leyes expresas. Ya derogada o desconocida la 
Constitución del 45, prácticamente nadie ha sostenido eme dicha Carta Política haya 
causado un hondo impacto en la legislación civil y en general en las leyes secundarias. 
Una jurisprudencia uniforme de más de veinte años, y de todos los jueces y tribunales, 
incluido el Supremo, confirma la tesis de que ni la patria potestad, ni la potestad 
marital, ni la sociedad conyugal desaparecieron ni tuvieron modificación alguna por 
los preceptos que podríamos llamar “revolucionarios” de la Constitución de 1945, a 
pesar de que dicha Ley Suprema entró en plena vigencia y tuvo varios meses de regir 
la vida jurídica del país. 

En cierto modo nos hallamos en la actualidad ante un caso, si no igual, muy 
parecido. La nueva Constitución establece también ciertas igualdades entre los 
cónyuges y entm los hijos legítimos e ilegítimos; pero estos principios no bastan para 
modificar tácitamente toda una complicada trama de leves secundarias que admiten 
variada interpretación, y que deberá adecuarse a las normas de la Ley Fundamental 
mediante una legislación expresa aue aclare, interprete, derogue, modifique, etc., los 
Códigos y Leyes de la República. Mientras esto no suceda, opino que no puede 
aplicarse propiamente la Constitución en esos aspectos. 

Decía intencionalmente que la nueva Carta Política introduce “ciertas 
igualdades”, porque, efectivamente, no se ha formulado una igualdad absoluta. Si se 
tratara de una igualdad sin límites, la cuestión de la interpretación de las leves 
secundarias y de su posible derogación tácita sería más sencilla; en tal caso se 
impondría un acatamiento más pleno de las normas constitucionales. Pero sucede que 
los nuevos artículos distan mucho de tener tal carácter absoluto, son más bien 
limitados, relativos; y por esto surge la mayor dificultad de interpretación, y hay 
suficiente fundamento para aseverar que sólo cuando leyes expresas lo señalen, se 
deberá tener por derogadas o modificadas las leyes secundarias. 

Comparando el principio de igualdad entre los cónyuges tal como re formuló 
en 1945 v como se ha vuelto a introducir ahora en la Constitución se halla profundas 
diferencias. “El matrimonio se fundamenta en el 
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principio de igualdad de derechos de ambos cónyuges”, decía el primer instrumento; 
y el nuevo dice: “El matrimonio se funda en los principios del libre consentimiento de 
los cónyuges y de la igualdad esencial de los cónyuges”. Mientras hace veinte años se 
hablaba solamente de un principio, ahora se mencionan dos, al parecer, de la misma 
trascendencia e importancia en la constitución del matrimonio. Nótese que en ambas 
Cartas Políticas la igualdad se afirma en tanto en cuanto principio fundamental del 
matrimonio, lo cual supone que, en otros ámbitos de aplicación del principio jurídico, 
bien podría regir la desigualdad de los cónyuges, por ejemplo, en materia fiscal. Pero’ 
aparte de este punto que ya delata la relatividad del principio constitucional, cabe 
destacar que en la nueva Constitución solamente se hace referencia a la “igualdad 
esencial de los cónyuges”, es decir la igualdad de esencia o naturaleza humana —lo 
cual es por demás obvio—, en tanto que en 1945 se declaraba la “igualdad de 
derechos”, que resulta mucho más concreto y exigente de consecuencias jurídicas. 

Si la actual Constitución promulgara la “igualdad de derechos entre los 
cónyuges”, no cabría admitir en una ley secundaria algún derecho directamente 
relacionado con el matrimonio y que fuera notablemente desigual para el varón y para 
la mujer; pero, como la Constitución última solamente formula la “igualdad esencial”, 
y no de derechos, sino “de los cónyuges”, estos siendo como son iguales por esencia, 
bien pueden seguir disfrutando de derechos muy desiguales. 

Queda patente la relatividad del principio constitucional de 1967. Pero 
todavía podemos ponderar mejor la limitación de aquella norma fundamental de 
igualdad, si consideramos que la igualdad, aun suponiendo (sin concederlo), que se 
refiriera a los derechos y no a las personas, podría lograrse de variadas maneras. Una 
forma de igualar dos cosas desiguales consiste en adaptar la una a la otra, sea que la 
menor se aumente hasta llegar a ser como la mayor, o viceversa: que la mayor se 
disminuya para cine sea sólo como la inferior; pero también cabe mutar ambas cosas 
de modo que coincidiendo con una tercera —que no es originalmente igual a ninguna 
de las dos— vengan así a igualarse. Cabría, púes, igualar el marido a la mujer, o ésta al 
marido, o buscar una vía de medio concediendo a uno y otro cierto derecho que 
actualmente no tienen, cambiando los actuales, ampliándolos o restringiéndolos de 
muy variadas maneras. Resulta así evidente, que la simple afirmación de que los 
cónyuges son esencialmente iguales, no puede constreñir a extender todo derecho del 
marido a la mujer, ni lo contrario, e igualmente, tampoco se puede concluir que hayan 
quedado derogados los actuales privilegios que, al margen de los derechos, benefician 
actualmente sólo a uno de los cónyuges. 

Si nos atenemos a las circunstancias históricas en las que se ha formulado la 
nueva Constitución y las apreciaciones de los mismos legisladores al respecto, parece 
razonable sostener que la intención de la Asamblea ha sido la de mejorar la condición 
jurídica de la mujer. v por ello considero que se debe descartar la interpretación que 
llevaría a la igualdad mediante la supresión de los privilegios de que actualmente goza 
la mujer casada 
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Una derogación tácita en masa de todos aquellos privilegios podría calificarse de 
monstruosa y, seguramente, de contraria al verdadero pensamiento del legislador. Hay 
más de una docena de importantes ventajas que el derecho reconoce solamente a la 
mujer, dentro del matrimonio: sólo ella puede hacer exclusión de bienes; separación 
parcial de bienes (aunque el Código de Comercio reconoce al marido una figura 
parecida); llegar a L liquidación de la sociedad conyugal por propia iniciativa 
(mediante previa escritura de exclusión); renunciar gananciales, con el efecto de 
desligarse de las deudas sociales; pedir la liquidación de la sociedad conyugal dentro 
del mismo juicio de separación conyugal o de divorcio; pedir hasta la quinta parte de 
los bienes del marido para la congrua sustentación de ella, también en esos casos de 
separación o divorcio; gozar del beneficio de emolumento y del beneficio de 
inventario en el caso de donaciones, herencias o legados; escoger entre la 
administración extraordinaria de la sociedad conyugal, el sometimiento al guardador 
del marido o la separación conyugal. Además, a la mujer exclusivamente, corresponde 
el derecho de retirar primeramente los aportes en la liquidación de la sociedad 
conyugal y gozar de privilegio de cuarta clase sobre los bienes del marido, amén de 
otras diferencias ventajosas para ella, que sería más largo enumerar, referentes a la 
prueba de la validez de sus actos, las presunciones legales a su favor, la limitación de 
su responsabilidad, etc., etc. 

No parece que quepa duda de que el Legislador no ha querido derogar todos 
esos privilegios y ventajas de la mujer casada. Pero en estricta lógica, una manera de 
lograr una igualdad fundamental entre cónyuges podría consistir, en la supresión de 
todo privilegio. He aquí, una vez más demostrada la necesidad de una ley o de leyes 
secundarias precisas que delimiten el verdadero alcance del precepto constitucional. 

Mucho más razonable resulta la igualdad de derechos del hombre y de la 
mujer, fuera del matrimonio, no considerados como cónyuges. 

La igualdad esencial del hombre y de la mujer constituye ciertamente un 
fundamento para su igualdad de derechos, con independencia del estado civil. 
Concretamente, no hay mayor justificación para que hoy día se niegue a la mujer 
soltera el derecho de ser tutora o curadora (salvo las excepciones de la madre, 
ascendiente o cónyuge), testigo de una escritura pública, y otras funciones semejantes. 
En cambio, el caso de la mujer casada, es muy diverso: dentro del matrimonio, por ser 
una sociedad, debe también haber una autoridad, y la vida práctica demuestra que es 
muy difícil el buen funcionamiento de una autoridad plural compuesta de número par 
de personas, y sobre todo cuando son sólo dos, y más aún, cuando esas únicas dos 
personas constituyen toda la sociedad; de allí que el sistema clásico del predominio 
del marido, no suponía de suyo una desigualdad entre hombre y mujer, sino el triunfo 
del principio de autoridad en el hogar, donde parece indispensable el predominio de 
un cónyuge sobre el otro, por lo menos en las cuestiones de mayor trascendencia. La 
hegemonía se podría convertir en tiranía, en desigualdad insoportable, desde el 
momento en que los poderes del un cónyuge no tuvieran contrapeso, o se ejercieran 
con abuso, 
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pero si la legislación, la moral y las costumbres equilibran el ejercicio de la autoridad, 
lo limitan y suavizan, propiamente no se puede hablar de desigualdad esencial, sino 
accidental, lo cual a su vez coincide maravillosamente con la realidad de la naturaleza: 
hombre y mujer, iguales por esencia, son también diferentes en muchos aspectos 
accidentales tanto de alma como de cuerpo. 

Lo dicho conduce a aceptar la necesidad de buscar una interpretación del 
precepto constitucional de la igualdad de los cónyuges con un sentido moderado y 
relativo. Y \a verdad es que ni siquiera sería posible en todos los casos la igualdad 
absoluta por oponerse radicalmente a la naturaleza misma de las cosas, la que no puede 
ser cambiada. Así, por ejemplo, no cabe seguir los mismos procedimientos en la 
investigación de la paternidad que en la relativa a la maternidad, no se podría conceder 
la facultad de que la mujer nombre por testamento curador de bienes del que está por 
nacer, etc. 

Respecto de los hijos legítimos e ilegítimos cuyos derechos “en cuanto se 
refieren a apellidos, crianza, educación y herencia”, también se ha declarado 
equiparados por la Constitución, se podrían plantear parecidos razonamientos a los 
formulados al hablar de la igualdad de los cónyuges. Con todo, hay que destacar a este 
propósito dos cosas. En primer término, respecto de los hijos, la Ley Suprema enumera 
concretamente los cuatro ámbitos jurídicos a los que se ha de aplicar la igualdad, lo 
cual resulta mucho más preciso que lo declarado sobre los cónyuges. Por otra parte, 
los problemas que plantea la igualdad de los hijos legítimos e ilegítimos son 
probablemente más complicados que los antes examinados y se insertan en la 
organización del hogar, las relaciones entre los cónyuges y entre los padres ilegítimos 
no casados, y aún en las relaciones con los otros parientes. 

También respecto de la equiparación de las dos clases principales de hijos, las 
fórmulas que la ley podría adoptar son variadísimas. En la manera más esquemática, 
podría decirse que: o bien todos los hijos podrían tener los derechos que actualmente 
tienen los legítimos; o bien todos podrían situarse en la misma condición que 
actualmente ocupan los ilegítimos, o que, finalmente, se deba disponer nuevas 
características jurídicas para toda clase de hijos. Naturalmente, estos planteamientos 
son sumamente simplificados y admiten numerosas variantes. Mientras la Ley no lo 
precise, ¿cuál de ellos deberá entenderse vigente? —La Constitución no lo señala, ni 
da asidero para sostener de manera indiscutible, ninguna de dichas soluciones. 

Además, hay que indicar que, en el afán de aclarar el problema, he pasado por 
alto ciertos puntos que hacen más compleja la interpretación de la Carta Fundamental, 
pero que al tenerlos en cuenta impulsarían a concluir con mayor vigor aún, que 
mientras no se interprete legislativamente la Constitución, los principios de igualdad 
mencionados, prácticamente carecen de toda eficacia. 

Como simple ejemplo de las complicaciones incidentales del precepto 
constitucional de la igualdad de los derechos de los hijos, baste pensar que 
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se menciona únicamente a “los hijos nacidos dentro o fuera de matrimonio”, y es bien 
sabido que en nuestro sistema legal no es el nacimiento, sino la concepción, el hecho 
de que determina la calidad de hijo legítimo o ilegítimo. Ahora bien, no puede 
imaginarse que el Legislador se haya propuesto equiparar los hijos de padres 
desconocidos a los ilegítimos y a los legítimos, por la sencilla razón de que no es 
humanamente posible: un derecho personal es preciso que se exija a alguien, a un 
sujeto conocido, no a un desconocido, y los hijos de padres desconocidos, equiparados 
al hijo legítimo tendrían derechos totalmente utópicos que a nadie podrían exigir; 
desde el momento en que son reconocidos, voluntaria o judicialmente, ya son 
ilegítimos, pierden su condición anterior, y desde ese instante cabe la posibilidad de 
unas exigencias jurídicas, que antes resultaban moralmente, humanamente, 
imposibles. 

Como decía a propósito de la mujer casada, cualquier forma de igualdad no 
resulta ventajosa, y probablemente la intención de los legisladores ha sido la de 
mejorar la condición de la parte más débil; este principio podría también extenderse 
al caso de los hijos de diversa condición legal. Pero será necesario precisar hasta qué 
punto se produce dicha equiparación, y en qué condiciones. 

Además, resulta evidente que la filiación por su carácter esencialmente 
relativo no puede modificarse en sus consecuencias jurídicas, sin cambiar el régimen 
de la paternidad. Es decir que la mutación —cualquiera que ésta sea—, de la condición 
de los hijos, llevará consigo la alteración de los deberes y derechos de los padres. Cabe 
entonces preguntarse, si el Legislador habrá querido equiparar también los derechos 
de los padres legítimos e ilegítimos; por una parte, ello parece necesario por la 
correlación entre padres e hijos y entre deberes y derechos, pero, por otro lado, si la 
igualdad de derechos de los hijos pretende mejorar la condición de los ilegítimos, la 
unificación del régimen jurídico respecto de los derechos de los padres podría 
perjudicar profundamente a algunos. 

Aún antes de que se planteara la reforma constitucional escribí en Derecho 
Civil del Ecuador (Tomo III, p. 240) que la ley se muestra muy injusta al tratar por 
igual al padre que reconoce voluntariamente al hijo ilegítimo y a aquel que se resiste 
a cumplir con sus obligaciones de padre y' solamente llega a tener relación jurídica 
con el hijo por una declaración judicial a la que él se opone. Mientras el primero 
tendría un título moral, para ser equiparado en derechos al padre legítimo, el segundo 
repugna que pueda gozar como aquél del usufructo de los bienes del hijo, exigirle 
alimentos, recibir su herencia ab-intestato, etc. Si esta equiparación es actualmente 
injustificable, una igualación total de los padres, sobre todo en materia de derechos 
frente a sus hijos de toda condición, parece más grave aún. 

No se puede silenciar tampoco la razonable presunción de que si la ley no 
actúa con mucha cautela para definir claramente los derechos y las obligaciones que 
los padres e hijos ilegítimos adquieren por virtud del pre- 
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cepto constitucional, sin duda habrá mayor recelo de proceder al reconocimiento 
voluntario de los hijos concebidos fuera de matrimonio, produciéndose así un 
empeoramiento de su situación real. 

Dentro de la delimitación del alcance de la norma constitucional se deberá 
también precisar hasta qué punto los demás parientes adquieren derechos y 
obligaciones respecto de las personas que tienen la condición de hijos ilegítimos, y 
que, por lo tanto, han adquirido una cierta igualdad con los legítimos. No cabría, 
evidentemente, llevar la interpretación legal hasta el extremo de equiparar también 
los derechos de cualquier pariente legítimo a los que corresponden a los 
consanguíneos o afines legítimos, sin embargo, de que al fin y al cabo todo parentesco 
se basa en los vínculos do filiación-paternidad y de matrimonio. Así, por ejemplo, no 
parece razonable que se exija a un primo hermano ilegítimo el ejercicio de una tutela 
o curaduría, ni que el derecho de alimentos o el de herencia, se prolonguen por igual 
por las ramas legítimas de parentesco que por las ilegítimas. La equiparación 
constitucional debe más bien, entenderse restringida a los hijos, y no a los demás 
parientes; y si no se consideran, así las cosas, se podría caer en gravísimas injusticias, 
como la de que un hijo ilegítimo pudiera excluir de la herencia al cónyuge y a los 
padres legítimos del causante (cf r ,  artículo 1059 del Código Civil), lo cual sin duda 
no ha querido establecer ningún Legislador. 

Las consideraciones anteriormente expuestas nos llevan a concluir en síntesis 
que en el estado actual de nuestra legislación, los preceptos constitucionales de 
igualdad de los cónyuges y de los hijos, representan algo como unos elementos 
extraños que deberán set debidamente asimilados, mediante una labor paciente y 
prolija de interpretación, y que mientras esto no suceda, con firme fundamento se 
puede sostener que ninguna ley secundaria ha sido modificada. Para que exista 
reforma o derogación tácita se requiere que aparezca con cierta claridad la 
contraposición entre la nueva norma y la anterior, y dada la generalidad, la 
imprecisión y la relatividad de las reglas constitucionales, no cabe hablar de 
derogación tácita, y se hace necesario esperar las reformas expresas que el Legislador 
quiera hacer. 

Llegados a este punto, nos podemos preguntar, ¿y cuáles serían los criterios 
adecuados para una reforma que haga eficaces los preceptos constitucionales que 
estamos comentando? 

En primer lugar, se destaca la necesidad de que la reforma legal signifique un 
verdadero enriquecimiento del acervo jurídico del país, por realizar un 
perfeccionamiento de las instituciones, poner de relieve el valor de la persona 
humana, exaltar los principios de justicia, de solidaridad, de orden. 

Dentro de esta línea de conducta es lógico que el Legislador vele para que la 
familia y su vínculo formativo, el matrimonio, sean robustecidos, rodeados del respeto 
y tutela de las leyes La misma Constitución declara este sano principio de protección 
a la familia “célula fundamental de la so- 
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ciedad”, luego, los principios de igualdad deben interpretarse en forma tal que no se 
desdiga esta elevada formulación, y no se propenda a la destrucción del hogar o su 
confusión y asimilación a las situaciones irregulares. 

Otro aspecto que se debe tener en cuenta consiste en que cualquier reforma 
legal debe responder a una verdadera necesidad o alta conveniencia. No cabría 
modificar arbitrariamente, sólo por el afán de novedad. No siempre lo más nuevo es 
mejor. Puede y debe ser mejor el nuevo sistema, si refleja las costumbres sanas de la 
nación y trata de encauzarlas. 

Ciertamente el derecho por sí solo no puede realizar una completa labor 
moralizadora, pero sí le corresponde contribuir poderosamente a ello; y desde luego, 
resulta lamentable que a veces suceda precisamente lo contrario: que sea el mismo 
sistema legal el que propenda a la descomposición de las buenas costumbres. 

Por consiguiente, mientras no se demuestre lo contrario, no habrá por qué 
modificar una institución, si no se ve claramente su inconveniencia, o que el nuevo 
precepto que se propone sea sensiblemente superior, más perfecto. 

Una política legislativa prudente, que no admita fácilmente derogaciones o 
reformas tendrá, además la indiscutible ventaja de ser más fácilmente conocida y 
aplicada de forma espontánea por el pueblo Modificaciones sustanciales, profundas, 
requieren también un proceso de educación, de difusión de ideas, y aún de 
adiestramiento de autoridades, funcionarios, etc., para una adecuada aplicación a la 
vida práctica. 

Cabe también destacar el hecho de que en nuestro país la jurisprudencia 
adquiere cada día mayor importancia efectiva, lo cual es indudablemente un signo de 
madurez. Sobre todo, las sentencias de la Corte Suprema, han adquirido un valor 
excepcional. Pero nuestra jurisprudencia, sin embargo, es todavía escasa, pobre, como 
corresponde a un país de pequeña población —pobre de hombres en comparación con 
su extenso y rico territorio—, y las reformas demasiado revolucionarias tendrían el 
grave inconveniente de sepultar en la inutilidad esa valiosa, aunque escasa 
jurisprudencia que se ha ido formando en los no muy numerosos años de vida 
independiente. 

Por último, cualquier reforma deberá ser realizada con un sentido de perfecta 
coordinación con el conjunto de la legislación. Pocas materias como las relativas al 
matrimonio, la familia y la filiación influyen tan generalmente en toda la trama 
jurídica, y por lo tanto, si no se tiene en cuenta las repercusiones, aún remotas, de los 
cambios legislativos, se corre el riesgo de incurrir en contradicciones, o desbaratar el 
sistema mismo y hacerlo así menos perfecto, y tal vez, hasta inservible. 

De conformidad con los criterios antes mencionados, considero que nos 
hallamos ante la necesidad de una reforma de las leyes secundarias ela- 
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borada con profundo estudio, seria maduración, y un sentido realista, objetivo, de 
nuestras condiciones sociales. Pienso que dicha reforma podría concretarse dentro de 
los siguientes lineamientos generales: 

a) be debe conservar el sistema de sociedad conyugal, dentro de lo que 
permita el principio de la igualdad de los cónyuges, ya que este sistema es el más 
conocido y practicado por nuestro pueblo, sin que presente mayores inconvenientes 

b) Conviene ampliar la capacidad jurídica de la mujer casada. 

c) igualmente, se debe conceder plena capacidad jurídica a la mujer 
soltera, viuda o divorciada que sea mayor de edad y no tenga causa para estar en 
interdicción. Es decir que deben desaparecer las arbitrarias prohibiciones que 
actualmente contiene el derecho. 

a) Se pueden mantener casi todos los privilegios de que actualmente goza la 
mujer casada, y que equilibran adecuadamente ciertas ventajas jurídicas que 
solamente puede tener el marido. No cabe que la reforma, inspirada sin duda en el 
deseo de mejorar la condición de la mujer, le resulte perjudicial a ella por la supresión 
de sus privilegios, bajo pretexto de igualdad. 

e) Se debe conceder mayor intervención y control a la mujer en la 
administración de los bienes sociales, de modo que pueda decirse con exactitud que la 
sociedad conyugal está coadministrada por ambos cónyuges. 

f) Tanto el marido como la mujer administrarán con entera 
independencia y capacidad todos sus bienes propios, que no entren a formar parte de 
la sociedad conyugal. 

g) Conviene facilitar la celebración de capitulaciones matrimoniales y 
ampliar su contenido, para que los cónyuges con entera libertad puedan modificar el 
régimen de bienes conforme más les convenga. 

h) Hay que buscar una fórmula para el ejercicio conjunto por ambos 
cónyuges, de la patria potestad sobre los hijos comunes, aunque parece inevitable que 
se deba mantener cierto predominio del marido. 

i) Se pueden ampliar al marido algunos derechos de que goza 
actualmente sólo la mujer, como el de provocar la liquidación de la sociedad conyugal, 
o el de recibir una parte de los bienes del otro cónyuge, para la congrua sustentación, 
en el caso de divorcio o separación conyugal. 

j) Al desaparecer algunos vínculos económico-jurídicos en el hogar, 
parece razonable, procurar de otra manera el robustecimiento del matrimonio, por 
ejemplo, permitiendo que la acción de divorcio sí sea renunciable, por cualquiera de 
los cónyuges unilateralmente, o por ambos, y en cualquier tiempo: antes del 
matrimonio, o durante él. 
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k) Es preciso proteger los intereses de terceros, ante los cambios jurídicos 
de la sociedad conyugal, lo cual se puede lograr principalmente mediante la anotación 
obligatoria de dichos cambios al margen de la partida de matrimonio. 

l) Se debe establecer un sistema económico más justo para calcular los 
saldos y precios o recompensas al momento de liquidarse la sociedad conyugal, 
principalmente tomando en cuenta la progresiva desvalorización de la moneda. 

11) Se impone llenar algunas lagunas de la ley, como la relativa al régimen de 
bienes en el caso de reconciliación de los cónyuges que hayan estado separados 
judicialmente. 

m) Es necesario facilitar el reconocimiento voluntario de los hijos 
ilegítimos, y eliminar formalidades poco útiles como la notificación y aceptación por 
parte del hijo, debiendo permanecer solamente la acción para impugnar el 
reconocimiento fraudulento, falso o ilegal. 

n) Se debe extender a los hijos ilegítimos la patria potestad, que debería 
corresponder al padre que primero le reconozca voluntariamente, y en caso de 
reconocimiento simultáneo, solamente debe corresponder al padre. 

ñ) Convendría establecer la desigualdad de derechos entre los padres legítimos 
e ilegítimos, y también una notable desigualdad entre los padres que reconozcan 
voluntariamente a sus hijos, y aquellos que solamente llegan a tener tal calidad en 
virtud de declaración judicial. 

o) Debe mantenerse la desigualdad entre los parientes legítimos e 
ilegítimos en todo lo relativo a guardas, alimentos, herencias y otros derechos y 
obligaciones entre parientes. 

p) Debe suprimirse la distinción entre los hijos adoptivos legítimos e 
ilegítimos, que aún antes del precepto constitucional no tenía razón de ser. 

q) La igualdad de los hijos no es preciso que produzca idénticos efectos 
en materia de Derecho Administrativo, Fiscal, Penal, Procesal, o en cuestiones 
relacionadas con Leyes Especiales. A lo civil principalmente se ha referido el 
Legislador, y sólo para guardar la debida concordancia se deberán modificar los otros 
cuerpos legales. 

Y así sentados los principios generales, podemos pasar al estudio detallado de 
los diversos preceptos que requieren interpretación, reforma o derogación. Tal análisis 
he desarrollado en la reciente publicación titulada: “Igualdad de los cónyuges e 
igualdad de los hijos”, llegando a las siguientes conclusiones: 
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CONCLUSION: 

Del análisis que antecede se desprende, a mi modo de ver una conclusión 
irrebatible: el principio constitucional de igualdad de los cónyuges y el de igualdad de 
los hijos, requiere un prolijo examen y una detallada aplicación a la legislación 
secundaria, y mientras esto no se realice debe considerarse que nada ha cambiado en 
el sistema legal del Ecuador a este respecto. 

No pretendo de ninguna manera haber agotado el estudio de todas las leyes, 
sino simplemente haber señalado los casos más notables de conflicto, incertidumbre 
o necesidad de reforma. Aparte de lo dicho existen sin duda otros muchos problemas 
jurídicos que requieren una solución legislativa. 

Si no se diera una pauta para la interpretación de la Constitución reformando 
expresamente las leyes secundarias, se originaría un estado de grave confusión e 
inestabilidad del Derecho, que no cabe en ningún país organizado. Urge, pues una 
reforma legal meditada y prolija. 

Las soluciones que he propuesto para los casos examinados pueden ser más o 
menos acertadas. No niego que caben otras, y tal vez mejores, pero sí pretendo que las 
expuestas guardan cierta armonía y concordancia, porque están inspiradas en unos 
principios firmes que quedaron manifestados en el primer capítulo. Cualquier otra 
fórmula legislativa que se adopte deberá tener congruencia, y para ello debe inspirarse 
en principios ciertos y claros, de otro modo caeríamos en el plano de los ensayos, 
muchas veces fatales. 

Considero que la reforma de las leyes debe hacerse en su integridad, 
guardando rigurosamente una misma línea de inspiración. 

Los principios de igualdad de los cónyuges y de los hijos no son nuevos en 
nuestra legislación: se aplican ya en muchas leyes secundarias y figuraron 
explícitamente en la Constitución de 1945. Además, la igualdad fundamental de 
naturaleza jamás ha sido negada por nadie, y el matrimonio en cuanto contrato supone 
necesariamente esa igualdad de las partes. Pero ahora que la nueva Constitución, 
promulgada el 25 de mayo de 1967, ha vuelto a formular estos principios, conviene 
una revisión a fondo de las leyes, con el objeto de perfeccionarlas. Si no se realizara 
este trabajo, la flamante declaración constitucional quedaría únicamente como 
postulado teórico y generalísimo, sin ninguna aplicación práctica. 


